
INTRODUCCIÓN:
Hacer política es hacer comunicación política.
Gobernar o hacer oposición conlleva un ejercicio perpetuo de comunicación.

Esta afirmación y sus consecuencias se asientan en otras tres ideas. (1) Para gobernar, 
sometes y/o convences. (2) La comunicación política en democracia es siempre electoral. Y (3) la 
comunicación política democrática tiene un protocolo, o no lo es.

De esta manera queremos disociar la Comunicación Política del márketing electoral, un 
enfoque que ha acabado por fagocitar muchos temarios y desterrado las principales preocupaciones 
de esta disciplina. No se trata de ganar elecciones y, menos a  cualquier coste. Nuestro objetivo es 
generar democracias y ciudadanías de alta intensidad, capaces de salvaguardar las libertades 
individuales y de traducirlas en interés colectivo y bien común.

1.  Se gobierna siempre por dos vías: por sometimiento o por consentimiento.

Lo dijo Max Weber y va a misa. En unos casos, se somete a la población aplicándole la 
violencia (represión) o amenazándole con ella (coherción). Ocurre en los autoritarismos y en los 
totalitarismos. Por el contrario, en los distintos tipos de democracia los gobernantes tratan de contar 
(si no el respaldo, que a veces es muy difícil); al menos con el consentimiento o, en último extremo,
con la indiferencia de los ciudadanos. Que muestren su acuerdo o, al menos, les sea indiferente 
quién y cómo le gobiernan. Para ello, las autoridades necesitan persuadir a la población de que la 
representa. Intentarán probrar que defienden los intereses de las mayorías sociales, mostrando que 
cuenta con el respaldo de la opinión pública mayoritaria; sobre todo, medida en cobertura 
periodística, encuestas y votaciones. En última instancia, los gobernantes asegurarán que el 
gobierno no daña o no amenaza los intereses individuales y colectivos. O, en todo caso, no más que 
otras alternativas. Reconozcamos que muchas veces votamos a una formación política como si se 
tratase de un mal menor. Sabemos que no es nuestra primera opción y optamos por la que nos 
parece menos mala, contraria o menos dañina.

El segundo modelo de poder, que recurre al consentimiento, resulta más duradero y, por 
tanto, es más estable. Porque en principio es menos violento. Mejor dicho, aplica otro tipo de 
violencia. No existe régimen político que no recurra a la censura cuando siente amenazado un bien 
colectivo (p.e. la seguridad del Estado), ciertos bienes individuales (p.e. el derecho a la intimidad y 
propia imagen) o la misma convivencia (p.e. con los discursos de odio xenófobo u homófobo). En 
el momento de escribir estas líneas se debate en España, la llamada Ley Mordaza; impugnada por 
las ONG de DD.HH. y la propia ONU. Es un buen ejemplo de cómo una democracia puede recortar
las libertades de expresión, reunión y manifestación. La crisis económica y el ciclo de movilización 
social, el marco electoral y la crisis institucional en los que tiene lugar su tramitación y puesta en 
marcha nos señalan un caso digno de estudio... y contestación (*).

Pero además de censura – traducida en privación de libertad o multas - todas las 
democracias recurren a la violencia simbólica. Tal es el estigma que impone la llamada “corrección 
política”. Viene a decirnos qué tabúes hay que respetar, los silencios que debemos guardar y los 
términos o palabras que debiéramos usar cuando abordamos temas que resultan conflictivos o 
problemáticos. Es una forma de estigmatizar algunos contenidos o símbolos, sobre los que se aplica 
la crítica frontal o que conllevan el descrédito, al ser considerados contrarios a valores sociales muy
sólidos e incuestionables.

Si lo pensamos bien, muchas veces la corrección política manifiesta el discurso y la retórica 
de quienes están cobrando valor económico o influencia política. Y, por eso mismo, son capaces de 
reclamar el valor simbólico que creen merecer. Lo que sigue siendo muy díficil es defender a 



quienes ni siquiera sel les reconoce como víctimas u oprimidos. La corrección política impide 
señalarles como tales. Queda como tarea para el lector, identificar dichos casos. ¿No se les ocurren?
Piensen, por favor, en quienes están recluidos en instituciones aisladas (centros de menores o de 
ancianos, psiquiátricos, CIE... ¡Ah! Que ni saben lo que es un CIE. Por algo será). O pregúntense 
por qué en los casos de corrupción política, faltan por ser señalados como culpables los empresarios
y las corporaciones implicadas. Se denuncia a la casta política (y habría que deteminar bien cuál de 
ellas), pero apenas sabemos nada de la casta financiera y empresarial.

Además de censura y corrección política, en todo régimen, sea o no democrático, se aplica 
una censura sistémica; es decir, se ejerce por sistema, sin que nos demos cuenta. La más importante 
es la económica y tiene dos vertientes.

La primera modalidad consiste en que no se publican o no se difunden con amplitud 
contenidos y formatos que se consideran minoritarios. Por tanto, se cree que no resultarán rentables;
bien porque no atraen suficiente audiencia, publicidad o financiadores. La segunda forma de 
censura económica la aplican los medios de comunicación con aquellas fuentes que pueden 
limitarles su volumen de negocio. Ocurre en tres casos bastante frecuentes: (a) cuando los 
propietarios amenazan con retirar el capital de inversión, (b) cuando una empresa o institución 
reduce o elimina su publicidad o (c) cuando se legisla o interviene en el mercado mediático en 
contra de medios con líneas editoriales opuestas o a favor de los afines.

Un ejercicio muy iluminador consiste en identificar casos de censura, corrección política y 
censura económica con ejemplos reales, porque abundan mucho en nuestro país. Hacer un elenco y 
verlos en conjunto deja una desazón inmensa. Les sugiero un repaso somero sobre los medios 
públicos. Ahí van algunas pistas: listas negras y purgas de periodistas desafectos según el gobierno 
de turno; suspensiones de programas o despidos de profesionales líderes de audiencia; redacciones 
paralelas de “profesionales” leales (a los directores generales) que funcionan al dictado y que, en 
realidad, son los responsables de los informativos... Vistas en conjunto. queda claro que la inmensa 
mayoría de las televisiones llamadas públicas son, en realidad, gubernamentales. Están al servicio 
de la administración que las controla, de los periodistas y empresas audiovisuales que la consideran 
un pesebre. El resultado, no puede ser otro que un periodismo político estabulado: acomodado a 
comer de la mano del poder.

Pero ¿por qué se destina tanta atención y recursos para la comunicación política? A veces 
pareciera que los políticos no hacen otra cosa ni desean más que salir en televisión, generar fotos, 
titulares y TT (trendig topics en Twitter). Sin refugiarnos en grandes valores o pergeñar 
justificaciones de altos vuelos, tienen una razón práctica inapelable. A un político no le queda otro 
remedio (incluso como dictador) que gastar muchos recursos en espiar, censurar y reprimir a la 
disidencia. Y, por supuesto, todos realizan un ejercicio continuo y ubícuo de autopropaganda y 
autopromoción. Lo cierto es que no tienen otra opción.

2. La comunicación política en democracia es siempre electoral.

Decimos que A ejerce el poder o manda sobre B cuando consigue que B se comporte o guíe 
sus acciones siguiendo los objetivos de A. Y este último, realmente, tiene poder cuando puede 
movilizar o disponer de los recursos de B con los fines que se ha marcado. Más vale por tanto que 
el gobernante pacte un compromiso con los ciudadanos, que son los titulares de los recursos, por 
pertenecerles a ellos. Incluso una dictadura es inviable frente a quienes no pagan impuestos, a quien
no le expresan apoyo alguno en forma de elecciones o referéndum (aunque sean censitarias, 
controladas y manipuladas) o a quienes tienen proyectos de vida contrarios (desde no vacunarse o 
rechazar la escolarización obligatoria a no ir a las guerras).



Hacer política, por tanto, exige un ejercicio continuo de comunicación. Lograr que los 
gobernados acepten una disciplina (unas obligaciones mínimas, que se asumen como propias o se 
imponen) y que consientan que otros les representen y cuiden de sus intereses, gestionando sus 
recursos.

Como señalábamos, no hay modelos puros. Son muchas las dictaduras que se presentaban 
como democracias. Baste recordar las infames “democracia orgánica” de Franco o la República 
Democrática de Alemania. Y, ha quedado claro, que las democracias, en mayor o menor medida, 
también censuran. Por último, sería demasiado pedirle a un gobierno, por muy democrático que sea,
que fomente la crítica en su contra. Sin embargo, ha de cumplir unos requisitos mínimos.

Toda política es comunicación. Eso venimos diciendo y añadimos ahora: toda comunicación
política en democracia es comunicación electoral. Porque en  democracia las urnas son el último y 
único refrendo válido de la acción de gobierno. En la actualidad, la comunicación electoral dura 
todo el año, se emite siete días a la semana y 24 horas al día. Es lo que se conoce como campaña 
electoral permanente. 

3.- La comunicación democrática y el protocolo periodístico que la garantiza.

Sin embargo, una democracia no se define porque convoque y realice elecciones. Antes de 
votar la ciudadanía debe haber participado de una comunicación democrática. Y podríamos emplear
muchos años - y hasta siglos - definiéndola. De ella se han ocupando muchos pensadores desde la 
Grecia clásica (por lo menos). Simplificando una barbaridad y atendiendo a los requisitos mínimos, 
podemos decir que una comunicación electoral es democrática cuando:

(a) Identifica entre quienes compiten por el gobierno o la representación pública al 
mentiroso, al incompetente y al fraudulento; señalándoles como contrarios a los intereses de la 
población.

(b) Sanciona a quienes degradan la democracia – con las prácticas anteriores – haciéndoles 
objeto de crítica y después desterrándoles de la esfera pública. La crítica no puede fundarse en 
opiniones o valores, sino en hechos veraces, contrastados y aplicados a un argumento lógico. Esto 
último sí quedó claro, al menos, ya en Grecia. Y el destierro periodístico se traduce en silencio o 
invisibilidad, condenando al ostracismo e impidiendo que se siga competiendo por el poder.

(c) Por último, una comunicación política democrática impone los mismos filtros, las 
mismas dificultades y pruebas de veracidad a cualquiera que quiera dirigirse al público en su 
nombre, representando sus valores e intereses.

Estas tres condiciones han sido establecidas por los estudios de Elección Racional  (*OP y 
DL, cap. 7), que no es precisamente utópica. Más bien al contrario. No cree que la participación 
política deba consistir en algo más que votar cuando creemos que nuestro interés particular está en 
cuestión  o puede verse afectado. Admite, por tanto, que nos cuesta demasiado esfuerzo 
involucrarnos en asuntos políticos, a no ser que afecten nuestros intereses. Empezamos a votar 
atendiendo a las promesas electorales sobre la sanidad y la educación públicas cuando estamos en 
edad de crianza sufrimos una enfermedad crónica. Pensamos en las pensiones cuando atisbamos o, 
más bien, soñamos con la jubilación.

Nótese que admitimos una definición muy reducida de la democracia y del nivel de 
participación que requiere. Pero, aún con todo, sólo con esos tres rasgos podríamos hablar de 
democracia. Aceptemos (aunque no la compartamos del todo) una concepción minimalista de la 
función de las elecciones (un simple recambio de élites, cuando estén amortizadas) y de la 



participación (egoísta, centrada en el interés individual). Con este planteamiento, para hablar de 
comunicación política democrática basta que los políticos envíen “señales” a los ciudadanos, 
orientándoles el voto. Sin pedirles que se informen en profundidad o lean los programas electorales.
Y, aún menos, que participen en su elaboración o crítica. El comunicador o la reportera tienen 
entonces, al menos, una misión muy clara: desvelar a quienes envían señales engañosas o falsas; 
para después retirarles la cobertura y, con ella, la posibilidad de seguir en política. Un desmentido 
basado en hechos o testimonios incontestables. Para, finalmente, aplicar un black out, un fundido en
negro. Como dice Boaventura dos Santos, en caso contrario, nuestra era será conocida como aquella
en la que “La opinión pública pasó a ser igual a la privada de quien tenía poder para publicitarla“. O
como señala C. Rendueles al glosar a Esperanza Aguirre: “dijo que era urgente modificar la ley 
electoral para evitar que una “colección de perdedores” se hiciera con el poder. Creo que es la mejor
definición de democracia que he oído nunca” (Rendueles, 2015, 218).

Deben aplicarse los mismos criterios y protocolos de veracidad a cualquier actor político. Y, 
hacerlo, no exige renunciar a tener una ideología o firmes convicciones políticas, religiosas o de 
cualquier otro tipo. Al contrario, el verdadero periodista mantiene las suyas siempre presentes... 
para contrastarlas. Como afirma uno de ellos: “No soy neutral; nunca lo fui, no quiero serlo. Tengo 
ideas, solo que trato de desconfiar de ellas: de ponerlas a prueba”.1 Frente al cinismo que impera en 
profesionales que se creen superiores a sus audiencias y por “ser unos descreídos, que no son de 
nadie”, cabe reivindicar a quienes, reconociéndose sujetos políticos y miembros de una comunidad, 
ponen a prueba sus creencias y e identidades cada vez que abordan una realidad para informar de 
ella.

El protocolo profesional mínimo del periodismo ha sido y sigue siendo pervertido por 
muchos profesionales y medios españoles. En lugar de exigírselos, a sí mismos y al resto de la 
profesión, hacen lo contrario de los mínimos estipulados.

(a) Fabrican, blindan y ensalzan a ciertos líderes políticos, presentándoles como salvadores, 
padres o madres de la patria. Siempre en demérito de sus oponentes. Al margen de los desmanes y 
minusvalías de unos u otros, por probados que estén.

(b) No reconocen que la sanción de la opinión pública es diferente a la de los jueces y 
tribunales. Son capaces de seguir reproduciendo – sin matiz ni crítica alguna - las palabras de una 
fuente que se ha demostrado corrupta y mentirosa.

(c) No comparten un protocolo idéntico, aplicable de forma obligatoria a fuentes políticas de
distinto sesgo ideológico y desiguales cuotas de poder. Las formaciones políticas con programas 
más innovadores, las nuevas o emergentes reciben menos y peor cobertura. Por una sencilla razón: 
aún no han demostrado tener suficiente poder y, por tanto, no ofrecen incentivos suficientes para 
establecer un pacto que les sea mutuamente beneficioso.

Cuidado: ese pacto no es con el público, sino con quien ya tiene poder. Por eso no es 
exagerado afirmar que el periodismo convencional tiene siempre un sesgo conservador. Apuesta por
los políticos con los que ya ha establecido alianzas. Por eso, la mayoría de la información política 
de España resulta tan previsible. Casi cualquier medio que escojamos, en comparación con el resto, 
muestra sesgos incuestionables, a favor o en contra de los partidos con más opciones a gobernar. 
Blindan a los afines y critican a los oponentes, incluso en contra de sentencias firmes de los 
tribunales y vulnerando una relativa neutralidad, siquiera la equidistancia, entre fuerzas políticas 
opuestas.

 Frente a este panorama, cabe recordar que la verdadera democracia se demuestra porque en 
ella puede ocurrir lo imprevisto, lo no que no estaba dictado ni establecido. Algo que sólo resulta 
factible si existe un periodismo que aplica aquel protocolo de apenas tres reglas y que se resume en 

1 Lo dice el también investigador Martín Caparrós , El Tiempo, noviembre 12, 2011

http://www.eltiempo.com/entretenimiento/libros/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-10755029.html


“haz periodismo bien, sin mirar a quién”. En todo caso, siempre contra tí mismo, combatiendo tus 
prejuicios.

Las elecciones se ganan en la televisión:

I.1. El poder de los medios y los medios del poder.

I.2. ¿Democracia mediática o mediatizada?

I.3. La ciberdemocracia: Gobierno electrónico / ciberpolítica de los partidos y de los 
ciudadanos (las cibermultitudes).

1. Las elecciones se ganan en la televisión:

Lo que no sale en televisión o en los medios de mayor audiencia, no existe. Este es otro 
punto de partida. Y resulta cierto, por mucho que se afirme que vivimos en una sociedad red (para 
hacer énfasis en las TIC digitales) o creyamos que los medios de referencia (los llamados a sí 
mismos “periódicos de prestigio”) marcan la agenda televisiva. Contra esto último, se puede 
argumentar la obviedad de cómo el partido Podemos irrumpió en el año 2014 gracias a las 
apariciones de sus líderes en las tertulias de televisión. Y la no menor obviedad de su posterior 
estancamiento, ligado al bloqueo y acoso practicado por los mismos canales que antes les acogían 
en sus platós. Todo ello, a pesar del intenso y estratégico uso de las redes sociales.2

La TV sigue siendo el medio preferido, incluso por los internautas. Al menos así ha sido en 
las tres últimas Elecciones Generales celebradas en España. Lo constataremos cuando veamos los 
estudios electorales concretos. Por tanto, si queremos entender cuál es el foro más importante para 
disputar los votos, resulta aconsejable desprenderse del elitismo de la prensa en papel y abandonar 
algunos delirios digitales.

El atractivo de la TV para la comunicación política reside en que es un medio aún 
hegemónico (aunque se combina con otros) y muy trasversal, porque es consumido por las distintas 
clases sociales y sectores de la población. Aunque aún mantienen su predominio en las clases 
populares y en las franjas de mayor edad. La televisión desencadena el mecanismo clásico del 
“fetichismo simbólico” del que hablaba P. Bourdieu: el espejo suplanta la realidad y los 
representantes, a los representados. De este modo, los políticos pasan de hablar en favor del pueblo 
a hacerlo en su lugar; es decir, intentan reemplazarle; ocupar su lugar. Y si las cosas se extreman, 
los medios pueden llegar a sustituir a los partidos y los comunicadores, a los candidatos. Entonces 
hablamos de democracia mediática.

Los medios son “el cuarto poder que no quiere poder”, según afirmaba José Luis Cebrián, 
directivo de PRISA y primer director de El País. Es algo que escribió hace mucho tiempo, para 
luego contradecirlo con su carrera periodística, o más bien empresarial (*).  Aunque traicionado con
frecuencia, el dicho aún sirve, porque invoca un ideal. Nunca se cumplirá del todo. Pero renunciar a
él supone instalarse en una pendiente que puede conducir a la degradación más absoluta.

Los medios están llamados a ejercer una especie de contrapoder, frente a los tres poderes 

2 “Podemos a la parrilla”http://dx.doi.org/10.5209/rev_TK.2015.v12.n1.48890 Teknokultura, (2015), Vol. 12 Núm. 1:
137-145 y Declaraciones de El Gran Wayoming sobre La Sexta, 
http://www.infolibre.es/noticias/opinion/2015/09/23/la_independencia_los_medios_38017_1023.html

http://www.infolibre.es/noticias/opinion/2015/09/23/la_independencia_los_medios_38017_1023.html
http://dx.doi.org/10.5209/rev_TK.2015.v12.n1.48890


clásicos: ejecutivo, legislativo y judicial. Los gobiernos, las leyes y cómo se aplican estarían 
siempre bajo el foco público del periodismo. Es el ojo del público que quizás no quiera implicarse 
en la tarea de gobernar ni desee autogobernarse más allá de su vida particular. Le bastaría con seguir
de rabillo las señales seleccionadas por los periodistas, para avalar su confianza y lealtad en quien le
gobierna. Y lo hará con libertad si cuenta con la transparencia y el control institucional – 
independiente, igual de ciego que la Justicia con los ojos vendados – garantizados por el 
periodismo. En otro lugar he argumentado que el periodista debe servir al cuarto poder en red, 
creando un flujo de contrapoder mancomunado, gestado entre periodistas y las comunidades que les
sostienen y que ayudaron a forjar (*).

Necesitamos tejer entre todos ese contrapoder porque las palancas del poder político para 
controlar a los medios son muchas y potentes. Para empezar están las li  cencias   de emisión (su 
número y sus adjudicaciones), que restringen la cantidad y la pluralidad de actores que cuentan con 
una radio o una televisión. Luego hay todo un abanico de leyes, que pueden ser de comunicación 
(límites a la propiedad y al control del mercado), de libertad de prensa (secreto de estado, defensa 
del honor y la propia imagen) o los estatutos profesionales de los periodistas colegiados (derechos, 
obligaciones, tribunales deontológicos). A lo que hay que añadir la no menos importante partida 
económica que suponen la publicidad   o la compra de ejemplares   por parte de administraciones 
amigas o empresas privatizadas por gobiernos afines. Sin olvidarnos de los favores fiscales o 
bancarios concedidos directamente desde los gobiernos o negociados gracias a su apoyo con las 
entidades financieras. Un repaso a estas formas de control empleadas por los gobiernos de las 
diferentes administraciones (desde la municipal a la estatal), nos revelarían un panorama de medios 
privados tan sombrío (o más) que el de los medios gubernamentales, mal llamados públicos.

El dilema siguiente reside en concluir si los medios tienen más o menos poder que el 
Príncipe de Maquiavelo: aquél contaba con la fama, como principal activo. Parecer popular 
resultaba más importante que serlo. Entonces, ¿los medios le ocultan, en lugar de exponerlo en 
público? ¿Le cubren de oropeles y hasta de corazas, en lugar de mostrar sus desnudeces, miserias e 
impudicias? ¿Quién depende de quién? ¿Quién manda a quién?

I.2. ¿Democracia mediática o mediatizada?

Hablamos de democracia mediática cuando los medios de comunicación realizan tres 
funciones que antes realizaban los partidos políticos clásicos:

a) Socializar políticamente al público, creando y manteniendo partidos, facciones o 
tendencias internas… identidades e ideologías colectivas.

b) Establecer las agendas temáticas de debate social.
c) Y seleccionar a los líderes.

Aplicando esas dimensiones a nuestro país, surgen líneas de reflexión muy relevantes para la
calidad de la democracia. E, incluso, para el mantenimiento de instituciones básicas y del propio 
país.

Respecto a la socialización política, cabe preguntarse si los medios españoles representan las
opciones ideológicas de la derecha, el centro y la izquierda de acuerdo a su implantación social. 
Para ello habría que comparar la distribución de líneas editoriales -en el eje izquierda/derecha o en 
asuntos de gran relevancia - y cómo se autoubica ideológicamente la población en las encuestas 
disponibles. 

 Igual de relevante es saber si el periodismo ha señalado las verdaderas diferencias que 
existen entre las formaciones políticas españolas. Y si ha ayudado a renovarlas en cuanto a sus 



propuestas y liderazgos. Habría, entonces, que comprobar si las mismas críticas o adhesiones se han
producido ante hechos semejantes protagonizados por gobiernos de diferente signo. Y, finalmente, 
si se han proyectado identidades partidistas o terroriales enfrentadas o, al contrario, buscando 
consensos incluyentes3. Hagan las comprobaciones sugeridas – que son sólo unas cuantas posibles - 
y encuentren ejemplos, dispuestos a reconocerlos a lo largo de todo el espectro político y mediático.
Verán que sus pesquisas dan bastante fundamento a la terrible valoración que los españoles hacen 
del periodismo patrio.4 Pero quizás esto no se deba a que vivamos en una democracia mediática, en 
la que los medios y los periodistas se hayan impuesto a los partidos y a sus líderes. Más bien todo 
apunta lo contrario.

La noción de democracia mediatizada tan solo indica que los medios son los principales 
canales de intercambio de información y flujos de comunicación entre la gente y los actores 
políticos. Es algo que viene ocurriendo hace mucho tiempo, pero con un predominio de la esfera 
política. Los políticos con poder o con opciones a ejercerlo se imponen a la lógica mediática, a los 
periodistas y a sus empresas. Las instituciones controlan la agenda y el enmarcamiento de la 
contienda política. Influyen en las trayectorias profesionales de los informadores y en los negocios 
de sus empleadores. Las biografías y las afinidades compartidas, los puestos de responsabilidad 
política o administrativa nos explican las trayectorias profesionales de mayor éxito. Por ejemplo, 
¿cuántos periodistas, de los considerados “estrella”, han tenido antes cargos en entes de la 
radiotelevisión pública o en gabinetes de prensa institucionales? ¿Qué empresas mediáticas han 
recibido apoyo, según los cambios gubernamentales, traduciéndose en licencias de emisión, 
publicidad institucional...? ¿Qué cambios de directores de medios o conductores de programa con 
gran audiencia se han producido, también al hilo de presiones gubernamentales? Sería importante 
hacer este repaso con perspectiva histórica.

Propongo un compendio de lo visto hasta ahora, chequeando los siguientes casos. Cambios 
de programación o de líneas informativas en RTVE y las cadenas autonómicas al hilo de las 
alternancias de gobierno. Pero también miren en las televisiones privadas. Échenle un ojo al caso de
Antena 3 radio, asfixiada bajo el mandato del PSOE. Los ceses de emisión de ciertos programas y 
de sus conductores; entre los que pueden revisar: La sonrisa del pelícano en Tele5 de Pepe Navarro;
el despido de Julia Otero de Onda Cero, el cierre del programa El Perro Verde de Quintero... y, más 
recientemente, el cambio de los directores de El Mundo, El País y ABC; previo a las trascendentales
elecciones catalanas y generales de 2015. A la luz de estos casos, resulta difícil argumentar que los 
periodistas españoles imponen una democracia mediática. Más bien, sería mediatizada. Las 
diferencias entre ambas se establecen en cuatro fases sucesivas, a lo largo de un continuum que va 
desde una democracia mediatizada a una mediática:

- Mediatizada: la vía de información política más importante es la experiencia propia o la 
comunicación interpersonal / Mediática: la vía más importante son los medios, cualesquiera que 
sean. Se trata de un prerequisito para que se den las siguientes fases; y que cumple en España.

- Mediatizada: los medios dependen de las instituciones políticas / Mediática: son independientes de
los órganos políticos, que ya no controlan a sus propietarios, la regulación del mercado ni la 
definición de lo que es noticia5. El intervencionismo gubernamental en la estructura y gestión de los
medios mal llamados públicos niega que hayamos alcanzado este nivel También cuestionado por los
estrechos lazos entre el mercado del voto y el de la información privada; entre los resultados 
electorales y los medios comerciales.

3 Sobre la mediatización de las identidades y la política autonómica, puede consultarse, Castelló, E. 2012. La 
mediatización del conflicto político. Barcelona: Laertes.

4 http://www.digitalnewsreport.org/  
5 Strömbäck, J. 2008. International Journal of Press and Politics, vol. 13, num. 3, pp. 228-246.
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- Mediatizada: el contenido de los medios es controlado por la lógica política / Mediática: responde 
a la lógica mediática que impone sus objetivos y formas de presentación de la realidad. A los actores
políticos no les queda otra opción que adaptarse y subordinarse. Una vez más, no parece ser el caso 
de nuestro país.

Los debates electorales ofrecen casi una prueba del algodón para reconocer si vivimos en 
una democracia mediática o mediatizada. En la primera, la legitimidad y la credibilidad de los 
medios obliga a que los candidatos comparezcan a contrastar sus opiniones. Su negativa a acudir a 
un debate o a una entrevista es motivo de desconfianza y descalificación. Sería prueba de 
incapacidad o fraude. Por entenderse que carecería de capacidad o habilidades para afrontar el reto. 
Y porque defraudaría el interés del público, expresado en la invitación del medio.

En esta línea, sería interesante revisitar la negativa del ex-presidente Aznar y su gobierno a 
comparecer ante los medios del grupo PRISA en las Elecciones Generales de 2000. Pero les insto a 
que busquen negativas semejantes en otros ex-presidentes de Gobierno y con otros medios. La 
historia de los debates televisivos en España es muy triste. El primero en celebrarse fue en el año 
1993, casi 15 años después de las primeras elecciones de la Transición. Tuvieron que pasar otros 
tantos para que se produjese el siguiente. Y ello a pesar de que logró una audiencia estratosférica, 
convirtiéndose en el programa más visto de la historia. Cuando se realizó el siguiente debate a unas 
elecciones al Congreso en el año 2008, la segunda vuelta tuvo menos audiencia que la primera. 
Aquí, pueden encontrar un relato detallado de los motivos de la frustración6.

Recomiendo también ver en retrospectiva los cambios de formato que han experimentado 
los debates electorales y los papeles que jugaron los presentadores. Parecen haber pasado de 
cronometradores de los tiempos y encargados de autopromocionar sus cadenas, a asumir roles más 
activos. Compruébenlo, comparando, los debates celebrados en TVE y dirigidos por Manuel Campo
Vidal al arranque del siglo XXI y los realizados por las cadenas privadas, a partir de las legislaturas 
presididas por Rodríguez Zapatero. Persiste la imposibilidad de romper los discursos prefabricados 
y de encauzar el debate hacia preocupaciones ciudadanas. Todo lo cual indicaría que no hemos 
alcanzado la siguiente etapa de una sociedad mediática.

- Mediatizada: los actores políticos aún siguen la lógica política / Mediática: los actores políticos ya 
no se adaptan, sino que internalizan la lógica mediática, entrando a formar parte de la tarea de 
gobierno. La cobertura y la visibilidad informativa favorables se erigen en el factor de éxito o 
evaluación de la actividad política.

Habría razones para sostener que, tras la crisis del sistema de partidos que evidenció el 15M 
en 2011, los partidos tradicionales se vieron forzados asumir que debían enfrentar a los nuevos 
partidos copiando su lógica mediática, con nuevos liderazgos (más jóvenes y televisivos), nuevos 
medios (las redes sociales) y estilos de comunicación más populistas. Pero cabe cuestionar si se 
trata de cambios meramente cosméticos y contraargumentar que se acompañan de un 
endurecimiento del control sobre los medios privados y públicos por parte de los grandes partidos.

En todas partes, cuando el sistema político entra en crisis aumenta su dependencia de los 
medios y los periodistas. Pero lo contrario también es cierto; si vivimos en una democracia apenas 
mediatizada. La dependencia de la esfera política se traduce en mayor control de la informativa. Ese
parece ser el caso de España, incluido el mercado del famoseo (ahora llamado de las celebrities), en
el que podría pensarse que los medios imponen sus reglas, escapando de las interferencias y 
censuras del poder institucional. Rastreen las evidencias de ese control... cuanto más alto miren en 
la jerarquía institucional y corporativa, más hallarán.

6 SAMPEDRO, Víctor (coord.) Cibercampaña. Cauces y diques para la participación. Las elecciones generales de   
2008 y su proyección tecnopolítica. Editorial Complutense, Madrid, 2011. pp. 31-33.

http://www.ciberdemocracia.net/victorsampedro/wp-content/uploads/2013/02/CIBERCAMPA%C3%91A2008.pdf
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I.3. La ciberdemocracia: Gobierno electrónico / ciberpolítica de los partidos y de los 
ciudadanos (de la micropolítica a las cibermultitudes).7

La llegada de las TIC digitales a la política ha generado un nuevo vocabulario, que es 
preciso despejar. Lo intentamos ahora, para retomarlo más adelante, de forma más específica.

Ciber  polític  a   o tecnopolítica   serían los términos más amplios. Incluyen todas las prácticas que, 
gracias a la tecnología digital, pueden realizarse a distancia (es decir, telemáticamente) para influir 
en el orden político, cualquiera que sea su nivel y el actor que la lleve a cabo. Incluye formas 
nuevas de representar, deliberar y tomar decisiones. Que van desde el voto a la encuesta 
deliberativa; es decir, desde participar en unas elecciones a hacer un sondeo con una muestra 
representativa de la sociedad, a la que se le da información y deja debatir, antes de ser encuestada 
(eso es una encuesta deliberativa). La ciberpolítica abarca desde las campañas electorales de los 
partidos políticos en la Red hasta la movilización online de organizaciones civiles transnacionales.

Podemos diferenciar la tecnopolítica según quién la desarrolle. Si se trata de los actores políticos 
formales e institucionales, las modalidades más importantes son las c  ibercampañas   y el gobierno 
electrónico.

Los partidos han acabado incorporando las TIC digitales y despliegan multitud de recursos, 
sobre todo, en tiempo de campaña electoral. Los mails para comunicarse con los candidatos y los 
foros de debate fueron desarrollados ya en 2004, aunque en España tuvieron mucho de falsa 
promesa y los foros fueron objeto de una censura y una manipulación bochornosas8. Lo mismo 
puede decirse del ciberactivismo desplegado por voluntarios de los partidos políticos en la campaña 
de 2008, que fue dirigido a manipular los resultados de las votaciones de quienes había ganado el 
debate electoral entre los candidatos a la Presidencia del PSOE y el PP.

 Los partidos, por tanto, son reacios a abandonar el control y los flujos de comunicación 
jerárquica y centralizada que les caracteriza. En este sentido, las TIC permiten diseminar agendas, 
convocatorias y mensajes publicitarios de forma muy segmentada y focalizada. Las guías de 
campaña, en las webs oficiales, ofrecen una agenda de actos y comparecencias muy útil para prensa.
El márketing viral se centra en focalizar perfiles cada vez más específicos de votantes, susceptibles 
de ser (des)movilizados.

Considerando el repertorio de funciones, yendo de los públicos más reducidos a los masivos,
identificamos las siguientes.

- Convocar, coordinar y movilizar periodistas que cubran la campaña en medios offline, a 
poder ser la televisión.
- Idénticas funciones, repecto a afiliados y simpatizantes: según la agenda de campaña. 
- Fund-raising (colecta de donaciones) un primer paso obligado y un rasgo clave de los 
llamados “nuevos partidos”.
- Ensayar mensajes que luego se intentan introducir en los medios convencionales, bien a 
modo de globo sonda o pre-test de un mensaje.
- Encuadrar o abordar algún tema de forma muy novedosa, para como antes, comprobar su 

7  CIBERCAMPAÑA. Cauces y diques para la participación. Las Elecciones Generales de 2008 y su proyección 
tecnopolítica. Víctor F. Sampedro Blanco (coord.) 2011. Madrid: Universidad Complutense. pp. 16 y siguientes. 
(Accesible en www.victorsampedro.com)

8  SAMPEDRO, Víctor. (coord.) Medios y elecciones 2004; Televisión y Urnas 2004: Campaña Electoral (2 
volúmenes) Ed. Universitaria Ramón Areces, Madrid,2008, pp. 212-229.
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eficacia.
- Construir perfiles con rasgos modernos e innovadores de los candidatos.
- Destruir imágenes públicas de otros candidatos, espurgando los registros de sus 
intervenciones en las redes sociales y descontextualizando, a veces, los mensajes aireándolos
en los medios convencionales.

La función electoral de las TIC en sus primeros tiempos no fue otra que focalizar la atención
de los medios convencionales. Para guiar a los periodistas se les proveía de la agenda de eventos, 
hemerotecas y discursos. Se intentaba también despertar su atención y ser objeto de noticia, con 
iniciativas que presentasen a los candidatos en la vanguardia de la tecnología. Con el tiempo han 
surgido otras estrategias más centradas en la Red, aunque resulta poco conveniente ignorar el 
contexto más amplio: el ecosistema de medios digitales y analógicos, “viejos” y “nuevos”. 

Cuando se trata de aplicar la ciberpolítica a las administraciones o los gobiernos se ha 
formulado en términos del Gobierno   abiert  o.   Abierto al control y a la participación de la ciudadanía.
Las webs oficiales se ofrecen como plataformas de información, consulta, gestión y participación. 
Dependen del nivel de penetración de Internet en la población y en los hogares. Pero no menos 
clave resulta si quienes mandan entienden la gestión pública sometida al control e intervención de la
ciudadanía más allá de los periodos electorales. En nuestro país, el 15M, que fue una movilización 
con raíces digitales muy marcadas, abrió la espita para que nuevos partidos (y los gobiernos que 
formaron) avanzasen en la ciberpolítica institucional iniciativas pioneras o masivas, ausentes en 
otros países.

Si descendemos a escalas pequeñas podemos hablar de la tecnopolítica ejercida por los 
ciudadanos que emplean la Red para redifundir o reinterpretar determinados mensajes o contenidos,
firmar o reenviar manifiestos, realizar sentadas, bloqueos y sabotaje cibernéticos, avanzar 
propuestas legales o procesos jurídicos, etc. Mientras se mantengan en círculos reducidos, podemos 
hablar de acciones micropolíticas (de la Cueva, 2015). 

Las cibermultitudes   o multitudes online   (Sampedro, 2015) son la expresión masiva de la 
tecnopolítica ciudadana. Se trata de una suma multitudinaria de acciones micropolíticas, 
desempeñadas por individuos y colectivos que acaban secundando ciertas demandas y participan de 
formas de protesta colectiva, pero sin renunciar a su identidad; ni asumir una colectiva y 
homogénea. Las cibermultitudes han protagonizado las autoconvocatorias ciudadanas que usando 
las TIC digitales se vienen produciendo en nuestro país desde 2004; una vez más, de forma pionera.
La convocatoria del “Pásalo” por SMS de 2004, seguida de la de “V de Vivienda” de 2006, 
convergieron en el 15M de 2011 y la exigencia de una Democracia Real Ya. Estos fenómenos se 
han venido reproduciendo desde el arranque de la primera década del siglo XXI a lo largo de todo el
mundo. Lo veremos en detalle, pero ahora basta señalar algunas condiciones que niegan el tan 
manoseado y falso calificativo de manifestaciones “espontáneas”. Son autoconvocatorias del tejido 
social más movilizado, seguidas después por muchos y muy lejanos círculos de simpatizantes, que 
se movilizan simultáneamente través de una red descentralizada y horizontal (sin nodos centrales ni 
control jerárquico; al menos, inicialmente).

Pero esto no evita que las cibermultitudes requieran una serie de condiciones para 
producirse. Entre ellas están un nivel de organización y movilización previas. Las cibermultitudes 
no surgen de la nada; al contrario, amplifican acciones colectivas offline y tradicionales, movilizan 
“cuerpos, máquinas y algoritmos” que ya estaban en movimiento. Además, se producen en 
contextos donde la relevancia de la comunicación interpersonal (facilitada por las TIC digitales) 
cobra mucha relevancia frente al colapso de los medios convencionales y la pérdida de control de 
los  representantes políticos. Por último, las cibermultitudes suelen vincularse a una actividad 
importante; ya sea una votación, la necesidad de parar alguna decisión administrativa, el aniversario



de alguna movilización previa, etc. En esos contextos crece la necesidad de expandir el 
conocimiento público sobre determinados hechos y de organizar una acción colectiva en red y 
expandida.

El c  iberperiodismo  , “gracias a las TIC, establece prácticas colaborativas, estables y no 
jerárquicas entre el periodista y sus públicos. Estos actúan como impulsores, colaboradores y 
cogestores (por lo común) no remunerados de los flujos informativos." Es decir, para ser realidad, 
conlleva una transformación muy profunda del modelo profesional y de negocio del periodismo. No
basta, como prueba su inviabilidad económica, con traspasar los mismos contenidos y formatos a 
una web.

Para acabar con la clarificación terminológica, la ciberdemocracia vendría a ser el 
compendio de las nociones anteriores. "(S)ería, entonces, el modelo que, respetando la autonomía 
relativa de quienes ejercen cargos remunerados de representación política, periodística y gestión 
administrativa, confiere a los votantes, públicos y gobernados canales de participación y 
deliberación. De modo que los ciudadanos, a través de las TIC digitales, pueden tomar un papel 
activo en la propuesta, debate, decisión e implementación de las políticas públicas y la 
comunicación política."9.

Si releemos las definición anterior, constatamos que la ciberpolítica ha despertado los 
proyectos de una democracia abierta y participada. Ante esta posibilidad se han pronunciado voces 
pesimistas y optimistas. El ciberoptimismo plantea que la democracia representativa sufrirá una 
verdadera revolución, eliminando la apatía y el desencanto político de grandes sectores sociales. Por
otra parte, anuncia un mayor rendimiento de los servicios públicos y mayor acceso de la ciudadanía 
a los mismos. Sin embargo, los ciberpesimistas niegan la mayor. Las TIC no aumentarán la 
participación, sino que reducirán el interés por los temas públicos (audiencias segmentadas, por 
intereses particulares), y la “revolución” administrativa del gobierno abierto sólo afectará a las 
formas.

Los ciberrealistas, por su parte, hacen hincapié en los usuarios y los contextos concretos en 
los que se emplean las TIC digitales. Según ellos, la “revolución digital” afecta a aquellos 
ciudadanos/as que tienen ya un interés previo en las cuestiones políticas. Para participar en la esfera
pública digital, hay que contar motivaciones e incentivos que sólo pueden provenir de una 
militancia previa, y de una forma de hacer política y periodismo que acepten el reto de construir 
“democracias de código abierto”. Para vislumbrar de qué se trataría, recurrimos a esta larga cita:

“La ciudadanía está desplegando dos roles aún no reconocidos y que obligarían a una refundación 
institucional de nuestras democracias. Los internautas avanzados (como los filtradores, los 
tecnociudadanos y los hackers) y las cibermultitudes pretenden ejercer de interventores de los 
gobiernos y que rindan cuentas (más allá de las económicas y las electorales). Les exigen aprobar 
leyes de transparencia y sistemas de gobierno abierto. Proponen que los datos oficiales sean, por  
defecto, de dominio público. Y canalizan la participación articulando propuestas y generando 
consensos.

“En última instancia, los ciudadanos se postulan como desarrolladores de una política volcada al 
procomún. Los tecnociudadanos participan en la (re)escritura del código con el que funcionan las 
instituciones. Sus saberes y valores les conceden un nuevo papel, distinto al de ser dependientes del 
Estado de Bienestar o consumidores de los Mercados. Las políticas públicas y los servicios sociales,
debieran hacer avanzar la salud o la educación como bienes comunes, asentados en fondos públicos 

9 Las definiciones entrecomilladas, son de CIBERCAMPAÑA. Cauces y diques para la participación. Las Elecciones 
Generales de 2008 y su proyección tecnopolítica. Víctor F. Sampedro Blanco (coord.) 2011. Madrid: Universidad 
Complutense. pp. 16 y siguientes. (Accesible en www.victorsampedro.com) pp. 20
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pero también en la autogestión de los usuarios. Las compras y los contratos privados también 
debieran inscribir los negocios y las ganancias en un modelo económico que, respetando la 
iniciativa privada, la hiciese compatible con un modelo desarrollo sostenible en términos sociales y 
ecológicos.

“Esta propuesta no rompe, sino que mantiene lazos con sistemas de gobiernos basados en el 
comunitarismo (bien común), el liberalismo (iniciativa y propiedad privada) y el 
socialismo (regulación y propiedad público-estatal). La coexistencia e hibridación de estos 
principios se antoja inevitable. Adquiriendo, además, formatos nunca preestablecidos ni cerrados. 
Serían resultado del ensayo-error, del aprender haciendo. Y, por último, nos se buscan recetas ni 
soluciones únicas o finales. Al contrario, deben adaptarse a comunidades y contextos concretos, 
adquiriendo así rasgos específicos.”10

Que las democracias de código abierto sean realidad, diría un ciberrealista, depende de 
usted, de sus gobernantes y de sus periodistas. Se trata de que las prácticas tecnológicas más 
extendidas sean emancipadoras y de que el marco institucional en el que se desarrollan potencien su
autonomía, como sujeto político y comunicativo de pleno derecho. Nada nuevo ocurrirá si se 
recluye en su Twitter, sin abandonar jamás el teclado ni su grupo de seguidores. Ni nada podrá 
alterar a los gobiernos asentados en unas administraciones y un periodismo cerrados la 
participación.

10 SAMPEDRO, Víctor. “Democracias de código abierto y cibermultitudes”, en Aznar, Hugo y Pérez Llavador, Jordi 
(eds). De la democracia de masas a la democracia deliberativa. Barcelona: Ariel, pp. 163-181.
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